
COMITÉ PARA LA ELIMINACIÓN DE LA DISCRIMINACIÓN CONTRA LA MUJER OBSERVACIONES 
FINALES SOBRE LOS INFORMES PERIÓDICOS OCTAVO Y NOVENO COMBINADOS DEL ECUADOR 

El Comité exhorta al Estado parte a:  
a) Asignar los recursos humanos, financieros y técnicos necesarios para el establecimiento y funcionamiento 
de unidades judiciales especializadas sobre la violencia contra la mujer en todos los cantones y, en particular, 
en las zonas CEDAW/C/ECU/CO/8-9 15-03738 5/16 rurales y remotas y adoptar directrices para conseguir 
que se aplique sin demora el acuerdo entre las distintas ramas del Gobierno sobre la intervención de la 
justicia en los casos de violencia contra la mujer;  
b) Supervisar la aplicación de los protocolos para la realización de enjuiciamientos en los casos de violencia 
contra la mujer (resolución núm. 154-2014 del Consejo de la Judicatura), facilitar el acceso de la mujer a la 
justicia logrando una mayor conciencia entre las mujeres y los hombres a fin de eliminar la estigmatización 
que sufren las mujeres que exigen el respeto de sus derechos, y ofrecer capacitación sistemática a los jueces, 
fiscales, agentes de policía y otros agentes encargados de hacer cumplir la ley sobre la aplicación estricta de 
la legislación que prohíbe la discriminación y la violencia contra la mujer;  
c) Adoptar medidas para armonizar las competencias de los sistemas de justicia ordinaria y tradicional para 
atender las denuncias de mujeres pertenecientes a grupos étnicos, y garantizar que las mujeres tengan 
acceso a recursos mediante la disponibilidad adecuada de intérpretes, ayuda letrada, gratuita en caso 
necesario, e indemnizaciones adecuadas, de conformidad con su cultura y tradiciones. 
Violencia contra la mujer. El Comité expresa su profunda preocupación por:  
a) La gran incidencia de diversas formas de violencia contra la mujer, en particular violencia sexual, incluidas 
la violación y el hostigamiento sexual, que afecta a una alta proporción de mujeres y niñas; b) La falta de una 
estrategia para prevenir y eliminar todas las formas de violencia contra la mujer y la decisión de suspender la 
aplicación del Plan Nacional para la Erradicación de la Violencia de Género en el contexto del proceso de 
reforma institucional;  
c) La falta, en el marco de los procedimientos actuales en casos de violencia contra la mujer, de mecanismos 
sumarios, eficientes y rápidos para la adopción de órdenes de alejamiento contra quienes cometen actos de 
violencia contra mujeres;  
d) El limitado acceso de las mujeres víctimas de la violencia a recursos y mecanismos de reparación tales 
como centros de acogida, asesoramiento psicosocial y rehabilitación, en razón de la falta de fondos con cargo 
al presupuesto público;  
e) La falta de información acerca de las medidas adoptadas por el Estado parte para aplicar el artículo 77 del 
Código Orgánico Integral Penal, relativo a la reparación, la rehabilitación de las mujeres víctimas de la 
violencia, la indemnización y las garantías de no repetición; y  
f) La información acerca de actos de violencia contra mujeres lesbianas bisexuales y transgénero, que 
incluyen denuncias de malos tratos a manos de la policía, y la falta de estadísticas oficiales acerca de las 
denuncias y de las causas interpuestas ante el sistema de justicia penal. 21. El Comité, recordando su 
recomendación general núm. 19, sobre la violencia contra la mujer (1992), insta al Estado parte a: a) 
Perseverar en sus esfuerzos por mejorar el sistema de reunión sistemática de datos estadísticos sobre la 
violencia contra la mujer, desglosados por edad, tipo de violencia y relación entre el autor y la víctima;  
b) Agilizar la aprobación de un completo plan de acción nacional para la eliminación de la violencia contra la 
mujer, que comprenda la prevención de todas las formas de violencia contra la mujer, tales como la física, la 
sicológica y la económica, establezca un presupuesto y un marco cronológico adecuados y prevea la 
realización de programas de educación y toma de conciencia;  
c) Promulgar legislación que disponga la inmediata protección de la mujer víctima de violencia cuando 
presente la primera denuncia de ella, incluso mediante órdenes de alejamiento contra el autor  
d) Asegurarse de que haya suficientes centros de acogida financiados por el Estado a disposición de las 
víctimas de la violencia doméstica y sus hijos y de que las mujeres que vivan en zonas rurales o remotas y las 
mujeres con discapacidad tengan plenamente a su alcance servicios de apoyo tales como el asesoramiento y 
la rehabilitación; e) Definir el alcance de las medidas de reparación para las mujeres víctimas de distintas 
formas de violencia, con inclusión de los criterios para la aplicación judicial de medidas de restitución, 
indemnización, beneficios simbólicos, rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición; y  
f) Establecer un sistema para fiscalizar sistemáticamente los casos de violencia contra mujeres lesbianas, 
bisexuales y transgénero y cerciorarse de que los autores sean procesados y sancionados, así como impartir 



formación para jueces, fiscales, agentes de policía y otros agentes del orden sobre la igualdad de la mujer en 
todos los campos, como se dispone en la recomendación general núm. 28 (2010) y sobre las obligaciones 
básicas que impone a los Estados partes el artículo 2 de la Convención sobre la Eliminación de Todas las 
Formas de Discriminación contra la Mujer. 

Salud 

El Comité toma nota de los numerosos esfuerzos realizados por el Estado parte para mejorar la situación 
sanitaria de su población y observa con preocupación:   
a) El limitado acceso de la mujer al aborto terapéutico, por lo cual tiene que recurrir a abortos practicados en 
condiciones peligrosas, así como los casos en que personal de salud denuncia a la policía o al poder judicial a 
las mujeres que necesitan atención médica después de un aborto o quieren que se practique un aborto, con lo 
cual incumple su deber de confidencialidad;  
b) La negativa expresada durante los debates parlamentarios sobre el Código Integral Penal a despenalizar el 
aborto incluso en casos de violación, sin tener en cuenta los casos de incesto o de malformaciones graves del 
feto;  
c) La elevada tasa de embarazos y de mortalidad materna en la adolescencia;  
d) El limitado acceso de la mujer a anticonceptivos modernos y servicios de planificación de la familia, el 
prejuicio contra esos métodos que impera en el sistema de salud y entre quienes prestan servicios de salud y 
que hay personal de salud que recurre a la objeción de conciencia para impedir que la mujer tenga acceso a 
métodos anticonceptivos modernos; y  
e) Los obstáculos con que tropiezan las mujeres indígenas, afroecuatorianas y montubias para que los 
servicios de salud atiendan sus necesidades y respeten sus ideas sobre la salud, incluida la práctica de las 
mujeres indígenas del “parto vertical”.  
33. El Comité recomienda que el Estado parte:  
a) Ponga en práctica como cuestión prioritaria la Guía Práctica Clínica para el aborto terapéutico, imparta 
formación a todo el personal de salud a que concierna, de manera que las condiciones para el aborto 
terapéutico se interpreten de manera uniforme en todo el país, y evalúe periódicamente los resultados de la 
aplicación de la Guía;  
b) Respete la obligación de confidencialidad en el sistema de atención de salud y apruebe protocolos y 
establezca cursos de derechos humanos para quienes prestan servicios de salud respecto de su obligación 
de respetar la privacidad y confidencialidad de las mujeres que acuden a servicios de salud reproductiva y 
sexual; c) Despenalice el aborto en casos de violación, incesto y malformaciones graves del feto, de 
conformidad con la recomendación general núm. 24 (1999) del Comité, sobre la mujer y la salud;  
d) Se asegure de que todas las mujeres y niñas tengan acceso a métodos anticonceptivos modernos y 
proporcione a los jóvenes de ambos sexos información apropiada a su edad y educación sobre salud y 
derechos sexuales y reproductivos a fin de reducir los embarazos en la adolescencia;  
e) Se asegure de que el proyecto de Código Orgánico de Salud esté basado en un concepto amplio de la 
salud, que incluya los factores físicos, mentales y sociales determinantes de la salud y se refiera en particular 
a la salud sexual y reproductiva; y  
f) Adopte el proyecto de ley de práctica intercultural para el parto acompañado en el sistema nacional de 
salud, a fin de hacer reconocer esa práctica.


